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Panel integrado por su presidente, el Juez Rivera Colón, el Juez 

Monge Gómez y la Jueza Boria Vizcarrondo. 
 
Boria Vizcarrondo, Jueza Ponente. 

 
SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 7 de agosto de 2024. 

Comparecen ante nos, mediante Escrito de Apelación 

presentado el 27 de noviembre de 2023, María de los Ángeles 

Manfredy Ramos (Sra. Manfredy), Joel J. Santiago (Sr. Santiago) por 

sí y en representación de la Sociedad Legal de Gananciales (SLG) 

compuesta entre ambos y de su hoja menor de edad, MSM. (en 

conjunto, Demandantes o Apelantes). Mediante dicha 

comparecencia, nos solicitan que revoquemos la Sentencia Parcial 

emitida el 28 de agosto de 2023 por el Tribunal de Primera Instancia, 

Sala Superior de Ponce (TPI).1 En esta, el TPI desestimó con perjuicio 

las Demanda2 incoadas en contra de United Emergency Medical 

Corp. (United) por una alegada “insuficiencia de su emplazamiento 

 
1 Apéndice de Escrito de Apelación, Anejo I, págs. 1-15. Notificada y archivada en 

autos el 28 de agosto de 2023. 
2 Íd., Anejo X, págs. 65-71. 
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y de igual manera ser un segundo incumplimiento de la parte 

demandante con el término de 120 días contemplados en la Regla 

4.3 de Procedimiento Civil para diligenciar el emplazamiento dirigido 

a dicha codemandada”.3 

I. 

 El caso de marras dimanó el 28 de febrero de 2020, tras la 

presentación de una Demanda por parte de los Demandantes en 

contra del Hospital Episcopal San Lucas, la doctora Ana Finch y 

United por daños y perjuicios alegadamente causados por actos 

constitutivos de impericia médica.4 En dicha Demanda, los 

Demandantes alegaron que tanto la Sra. Manfredy como el Sr. 

Santiago sufrieron daños causado por la negligencia de los 

codemandados. Además, alegan que su hija en conjunto menor de 

edad MSM también sufrió daños, por lo que instaron la acción en 

representación de los intereses de esta.  

Según los hechos alegados en la Demanda, el 28 de diciembre 

de 2016, la Sra. Manfredy, con treinta y ocho (38) semanas de 

embarazo, visitó la Sala de Emergencias del Hospital San Lucas para 

ser evaluada. El 10 de enero de 2017, se le indujo el parto a la Sra. 

Manfredy, toda vez que se sospechaba que su bebé presentaba una 

cardiopatía fetal congénita. Alegadamente, luego de dar a luz, la Dra. 

Finch evaluó a la menor MSM y, basándose únicamente en un 

ecocardiograma, descartó que la menor presentara cardiopatías 

congénitas y le diagnosticó condiciones benignas no quirúrgicas. No 

obstante, el 21 de enero de 2017, la menor MSM fue llevada a la Sala 

de Emergencias del Hospital San Lucas, donde fue evaluada por el 

Dr. José F. Mariani Mutt. En esa visita, la menor MSM tuvo que ser 

entubada y colocada en un ventilador mecánico. Debido a su 

condición, se coordinó su traslado del Hospital San Lucas al Hospital 

 
3 Íd., Anejo I, pág. 14. 
4 Íd., Anejo IV, págs. 29-39. 
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HIMA San Pablo. Fue recogida en el Hospital San Lucas a las 11:45 

pm por una ambulancia de United. Durante su transporte al 

Hospital HIMA San Pablo, el tubo respiratorio que se le había 

colocado a la menor MSM se salió de sitio, y la bebé permaneció 

extubada hasta llegar al Hospital HIMA San Pablo el 22 de enero de 

2017 a las 3:37 am. En el Hospital HIMA San Pablo, fue admitida a 

la unidad de cuidado intensivo neonatal hasta poder ser trasladada 

al Centro Médico de Puerto Rico (Centro Médico) para una 

intervención quirúrgica. Fue trasladada el 24 de enero de 2017 al 

Centro Médico y el 30 de enero de 2017, fue sometida a una 

intervención quirúrgica para reparar la cardiopatía congénita— 

coartectomía y una anastomosis extendida del arco aórtico— y 

división del PDA. El 8 de febrero de 2017, la menor MSM fue dada 

de alta del Centro Médico en condición satisfactoria.5 

Una vez presentada la Demanda, el 3 de marzo de 2020, el TPI 

expidió el emplazamiento de United.6 El mismo fue diligenciado el 27 

de agosto de 2020 mediante entrega personal.7 El 24 de septiembre 

de 2020, compareció United sin someterse a la jurisdicción del TPI y 

levantó como defensa que el emplazamiento fue diligenciado fuera 

de los ciento veinte (120) días que dispone la Regla 4.3 de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 4.3.8 En dicha 

comparecencia, anejó copia del Emplazamiento y de su 

Diligenciamiento.9 En consecuencia, United informó su intención de 

someter una moción de desestimación dentro de los treinta (30) días 

siguientes a su comparecencia. 

El 15 de octubre de 2020, los Demandantes presentaron una 

Moción en Torno a Moción Asumiendo Representación Legal 

 
5 Íd., págs. 33-35. 
6 Íd., Anejo VII, pág. 58. 
7 Íd., pág. 59. 
8 Íd., págs. 56-57. 
9 Íd., págs. 58-59. 
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Presentada por United Emergency Medical Corp.10 Mediante esta, los 

Demandantes informaron que el caso radicado en el TPI se presentó 

de forma pareja con el caso número 3:18-cv-02006 WGY en el 

tribunal federal. En dicho caso federal, United fue emplazado y 

compareció en los procedimientos, representado por los mismos 

abogados. Debido a esto, alegaron los Demandantes que se 

comunicaron con los Demandados para auscultar las posibilidades 

de renunciar los emplazamientos personales conforme a la Regla 4.5 

de Procedimiento Civil, Íd. Por tal razón, el 11 de mayo de 2020, se 

le notificó la Demanda y renuncia al emplazamiento a la Dra. Finch 

y a United, por conducto de sus representantes legales. No obstante 

lo ocurrido entre las partes, el 24 de septiembre de 2020, United 

presentó su intención de solicitar la desestimación de la Demanda. 

Por lo tanto, los Demandantes señalaron que: 

Entendemos muy respetuosamente que no 
procede una moción de desestimación a favor de la 

codemandada United Emergency Medical Corp., ya que 
la demandante notificó oportunamente -conforme la 

Regla 4.5 de Procedimiento Civil[, Íd.]- la solicitud de 
renuncia al emplazamiento personal, y descansó en la 

representación de esa parte, de que habría de 
comparecer sin tener que ser emplazada 
personalmente.11 

 

Los Demandantes solicitaron un término de diez (10) días 

para que United decidiera si habrá o no de someterse 

voluntariamente a la jurisdicción del TPI. Ante esto, el 19 de octubre 

de 2020, el TPI determinó que: 

Se concede el término solicitado por la parte 
Demandante, no obstante, se aclara que de no 

acreditarse la renuncia voluntaria a emplazamiento y/o 
el emplazamiento diligenciado dentro del término 

dispuesto por la Regla 4.3 de Procedimiento Civil[,] a 
base de la jurisprudencia interpretativa[,] este Tribunal 
no tiene jurisdicción sobre dicha parte (Bernier 
González v. Rodríguez Becerra, 2018 TSPR 114). Y se 
verá precisado a resolver conforme a Derecho.12 
 

 
10 Íd., Anejo VIII, págs. 60-62. 
11 Íd., pág. 61. 
12 Íd., pág. 62. 
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Ante esta determinación, el 11 de diciembre de 2020, la parte 

Demandante presentó un Aviso de Desistimiento Sin Perjuicio, 

mediante el cual solicitó el desistimiento de la causa de acción en 

contra de United conforme la Regla 39.1 (a) (1) de Procedimiento 

Civil, Íd., R. 39.1 (a) (1).13 El 18 de diciembre de 2020, el TPI aceptó 

el desistimiento sin perjuicio.14 

Posteriormente, el 29 de diciembre de 20204, los 

Demandantes presentaron una Demanda únicamente en contra de 

United (Demanda contra United).15 La copia del Diligenciamiento del 

Emplazamiento fue presentada el 14 de enero de 2021, con fecha de 

13 de enero de 2021. No obstante, United, por desatención o 

negligencia, no compareció a los procedimientos, por lo que el 24 de 

febrero de 2021, se le anotó la rebeldía.16 Esta conducta fue repetida 

en varias ocasiones subsiguientes.17 

El 27 de diciembre de 2022, compareció United mediante 

Comparecencia Especial y Moción de Desestimación por Insuficiencia 

del Emplazamiento.18 Mediante dicha comparecencia, expresó que 

los Demandantes no emplazaron a United conforme el Artículo 

12.01 de la Ley General de Corporaciones de 2009, Ley Núm. 164-

2009, 14 LPRA sec. 3501 et seq. (Ley de Corporaciones). Dicho 

Artículo gobierna el diligenciamiento de emplazamientos a 

corporaciones domésticas.  

Según United, el emplazamiento fue entregado al señor Víctor 

Rivera, un paramédico empleado por United, y no a un oficial, 

director o agente inscrito. El referido paramédico “no tenía una 

‘posición de suficiente responsabilidad como para que una persona 

razonable pueda presumir que transmitirá o remitirá a sus 

 
13 Íd., Anejo IX, pág. 63. 
14 Íd., pág. 64. 
15 Íd., Anejo X, págs. 65-71. 
16 Íd., Anejo XII, pág. 77. 
17 Véanse: Íd., Anejos XIII, XV, XVI, XVII, págs. 78-80, 81-83(a), 84-94, 96. 
18 Íd., Anejo XVIII, págs. 97-105. 
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superiores cualquier emplazamiento o demanda’ ni ostentaba ‘cierto 

grado de autoridad o capacidad para representar a la 

corporación’”.19 United anejó una declaración jurada a su 

comparecencia en la cual constó que el señor Josué Quintero 

Barroso, por ser el presidente, vicepresidente, tesorero, secretario, y 

agente residente de United, era la única persona autorizada por la 

Ley de Corporaciones y por United para recibir emplazamientos 

dirigidos a esta.20 En consecuencia, arguyó que procedía la 

desestimación del caso PO2020CV02294 en contra de United.  

El 11 de enero de 2023, los Demandantes se opusieron a la 

Moción de Desestimación.21 Los Demandantes alegaron que United 

omitió unos hechos relevantes y pertinentes que prueban que 

United fue emplazado conforme al derecho. En lo pertinente al 

emplazamiento y conocimiento de United sobre la Demanda, 

señalaron que: 

1. Existe un caso hermano en la corte federal (caso núm. 

3:18-cv-02006) en el cual United fue emplazado conforme 

al derecho. Dicho caso invocó la Ley EMTALA y es contra 

las mismas partes.22 

2. En dicho caso federal, United fue emplazado el 19 de marzo 

de 2019, en su centro operacional y oficina principal, 

localizada en Carr. 840 Km. 1.9 Cerro Gordo, Bayamón, 

PR, por conducto de Mildred Quintero. United también ha 

comparecido a dicho caso federal, representado por el 

licenciado Juan Martínez Nevárez.23 

3. El 18 de febrero de 2020, los Demandantes presentaron 

una Demanda en contra de los Demandados 

 
19 Íd., pág. 97. (citando a Rivera Torres v. Díaz López, 207 DPR 636, 652 (2021). 
(Énfasis en la original). 
20 Íd., pág. 107. 
21 Íd. Anejo XIX, págs. 110-122. 
22 Íd., pág. 111. 
23 Íd. 
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(PO2020CV00341). Tanto la Dra. Finch como el Hospital 

San Lucas renunciaron al diligenciamiento del 

emplazamiento y comparecieron al pleito, conforme la 

Regla 4.5 de Procedimiento Civil, supra. No obstante, 

United nunca firmó la renuncia al emplazamiento, por lo 

que se emplazó personalmente el 27 de agosto de 2020, 

habiéndose entregado copia del emplazamiento y la 

Demanda al señor Héctor Mercado.24 

4. Consecuentemente, el 24 de septiembre de 2020, 

compareció el Lcdo. Martínez Nevares y presentó una 

Moción de Desestimación por United haber sido emplazado 

fuera de los ciento veinte (120) días que dispone la Regla 

4.3 de Procedimiento Civil, Íd., R. 4.3. En ese momento, el 

Lcdo. Martínez Nevares le notificó a los Demandantes que 

United no lo había autorizado para renunciar el 

emplazamiento. 25 

5. El 18 de diciembre de 2020, el TPI autorizó el desistimiento 

sin perjuicio, voluntario, de la causa de acción en contra 

de United.26 

6. Así las cosas, el 29 de diciembre de 2020, los 

Demandantes presentaron una nueva Demanda contra 

United (PO2020CV02294). El 13 de enero de 2021, se 

diligenció el emplazamiento en la misma dirección 

antes identificada (Carr. 840 Km. 1.9 Cerro Gordo, 

Bayamón, PR). El emplazador, señor Víctor Cardona, se 

identificó en la recepción como emplazador y la 

recepcionista le indicó que llamaría a la persona 

autorizada para recibir el emplazamiento. Luego de 

 
24 Íd. 
25 Íd., págs. 111-112. 
26 Íd. 
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varios minutos, apareció el Sr. Rivera y se identifico 

como Supervisor para recibir el emplazamiento. Así lo 

hizo constar el emplazador en el diligenciamiento.27 

Los Demandantes también arguyeron que el Artículo 12.01 de 

la Ley de Corporaciones, supra, el emplazamiento no tenía que ser 

entregado a un oficial, director o agente inscrito de la corporación 

emplazada. Señalaron que dicho Artículo permite, que en la 

alternativa, el emplazamiento puede ser dejado “en la oficina 

designada u otra sede de negocios de la corporación en el Estado 

Libre Asociado […] en la presencia de un adulto por lo menos seis 

(6) días previos a la fecha del señalamiento del procedimiento 

judicial […]”. Íd., Art. 12.01 (A), 14 LPRA sec. 3781. Además, arguyó 

que, en Rivera Torres v. Díaz López, 207 DPR 636 (2021), nuestro 

Tribunal Supremo interpretó las alternativas disponibles para 

emplazar a una corporación.  

El 13 de enero de 2023, el TPI determinó No Ha Lugar a la 

Moción de Desestimación.28 Inconforme, el 30 de enero de 2023, 

United presentó una Comparecencia Especial y Moción de 

Reconsideración o Solicitud de Vista Evidenciaria, en la cual solicitó 

una vista evidenciaria para dirimir la capacidad del Sr. Rivera para 

recibir el emplazamiento y si los Demandantes, mediante el Sr. 

Cardona, realmente se cercioró de quién podía aceptar 

emplazamientos. En consecuencia, el TPI señaló una vista 

evidenciaria para el 15 de febrero de 2023.29 La misma terminó 

siendo celebrada el 7 de junio de 2023. 

Durante la vista, testificó el Sr. Quintero Barroso, presidente 

de United. Durante el interrogatorio, el Sr. Quintero Barroso testificó 

que además de ser el presidente de United, ocupaba todos los 

 
27 Íd., págs. 112-113. (Énfasis nuestro). 
28 Íd., Anejo XX, pág. 123. 
29 Íd., Anejo XXII, pág. 132. 
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puestos de la Junta de Directores, incluyendo vicepresidente, 

secretario y tesorero; además, es el agente residente de United.30 

También testificó que sólo él estaba autorizado para recibir 

emplazamientos para enero de 2021, casi nunca estaba en las 

oficinas de United y que el personal administrativo se reportaba al 

administrador, el señor Manuel Quintero, su padre.31 El Sr. Manuel 

Quintero, por su parte, se reportaba directamente a él.32 

Con relación a la organización operacional, el Sr. Quintero 

Barroso testificó que: “los paramédicos se reportan a su supervisor. 

El supervisor al gerente general y el gerente general al administrador 

y el administrador a mí”.33 Por lo tanto, no solía interactuar con los 

paramédicos y con el personal de supervisión. Aun así, señaló que 

conocía al Sr. Rivera. Testificó: 

P. ¿Usted conoce al señor Víctor Rivera? 
R. Sí. 

P. ¿Quién es el señor Víctor Rivera? 
R. Eh, para ese tiempo era paramédico de nuestra 
empresa. 

P. “Okay”. [Para enero] de 2021, ¿qué posición o puesto 
ocupaba el señor Víctor Rivera en United? 

R. Paramédico. 
P. ¿Cuáles eran las funciones del paramédico Rivera en 
United allá para enero de 2021[?] 

R. Bueno su responsabilidad como técnico de 
emergencias médicas, atender pacientes, evaluar 

pacientes también estaba pendiente a requisaran, 
verdad que, si había, si faltaba algún equipo, oxigeno, 
alguna ambulancia, pues él nos ayudaba en esa parte. 

P. ¿Qué gestiones podía realizar el señor Rivera en 
representación de United en enero de 2021? 
R. Ninguna. 

P. ¿Qué responsabilidades administrativas tenía el 
paramédico Rivera en United en enero de 2021? 

R. Ninguna. 
[…] 
P. ¿Qué autorización tenía el paramédico Rivera [para] 

aceptar emplazamientos a nombre de United en enero 
de 2021? 

R. Ninguna. 
P. ¿Qué responsabilidades tenía el paramédico Rivera 
en cuanto al recibo de emplazamientos a nombre de 

United en enero de 2021? 
R. Ninguna. 

 
30 Íd., Anejo XV, págs. 169-170. 
31 Íd., págs. 171-172. 
32 Íd., pág. 172. 
33 Íd., pág. 175. 
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P. ¿Qué autorización [tenía] el paramédico Rivera para 
tomar decisiones a nombre de United en enero de 2021? 

R. Ninguna. 
[…] 

P. Allá para enero de 2021, [¿]con qué frecuencia usted 
interactuaba con el paramédico Rivera[?] 
R. Ninguna.34 

  

 En cuanto a cómo se enteró de la Demanda contra United, dijo: 

P. ¿Cómo se enteró usted de que United era parte en 
este caso, el civil PO2020CV02294? 

R. A través de mi abogado. 
P. ¿En que fecha usted se enteró que United era parte 
en este caso? 

R. Cuando recuerde, hace unos [seis] 6 meses. 
P. ¿Cuándo usted recibió copia del emplazamiento 

dirigido a United en este caso el PO2020CV02294? 
R. Nunca. 
[…] 

P. ¿Qué conocimiento tenía usted de que United era 
parte en este caso? 

R. Ninguna.35 
 

Durante su turno de contrainterrogatorio, la representación 

legal de los Demandantes hizo hincapié en que, en el pasado, otras 

personas habían recibido emplazamientos y el Sr. Quintero Barroso 

se había enterado de los mismos.36 

Como segundo testigo, compareció el señor Víctor Cardona, 

emplazador de la parte Demandante. Testificó que ha ido varias 

veces a la sede de United para diligenciar emplazamientos y 

citaciones.37 Además, identificó en sala el emplazamiento que 

diligencio en la sede de United en enero de 2021.38 Sobre el 

diligenciamiento del mismo, testificó: 

P. ¿Qué recuerdo usted tiene de este emplazamiento 
que usted hizo? 

[…] 
R. Pues yo entro por el… Ellos tienen unos portones 
grandes en la cuesta, en la subida a la empresa. Pues 

me identifiqué en el portón… 
P. ¿Qué día? 

R. El mismo 13 de enero. 
P. “Okay” ¿De qué año?  
R. 2021. […] Me identifique en los portones, me abrieron 

el portón, subí, […] fui a la recepcionista le dije, me 
identifiqué otra vez, le dije “Mire, yo tengo un 

 
34 Íd., págs. 176-179. 
35 Íd., pág. 179. 
36 Íd., págs. 184-187. 
37 Íd., pág. 194. 
38 Íd., pág. 195. 
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emplazamiento para entrega, ¿cuál es el protocolo?” que 
es lo que hago en todas las compañías o municipios, 

todo, cuál es el protocolo para entregar un 
emplazamiento. 

P. ¿Y qué pasó? 
[…] 
R. La [recepcionista] salió a buscar una persona, al rato 

salió una persona, le pregunté si era la persona que 
estaba indicada para recibir [el] emplazamiento […].39 
 

 Es importante señalar ninguna de las partes citó al Sr. Rivera 

como testigo en el caso. En consecuencia, el Sr. Cardona no pudo 

testificar sobre lo que el Sr. Rivera le dijo por haber sido objetado 

exitosamente como prueba de referencia por la parte Demandada. 

Por esto, se nos hace imposible conocer el contenido de la 

conversación entre el emplazador y el Sr. Rivera. Sin embargo, el Sr. 

Cardona pudo testificar sobre el contenido de la hoja de 

diligenciamiento, que fue admitida como Exhibit #1, sobre la 

objeción de la parte Demandada. 

P. ¿Qué usted escribió cuando usted le preguntó la 
posición? ¿Qué usted escribió? 
R. Supervisor. 

[…] 
P. ¿Qué pasó, si algo? 

R. Nada, terminé de llenar el documento y le entregué 
la copia del, el emplazamiento y la demanda, copia de 
la demanda. 

[…] 
P. ¿Dónde específicamente, en qué dirección usted dejó 

el [emplazamiento]? 
R. En la carretera 830 Bo. Cerro Gordo en Bayamón. 
P. Esa… ¿qué dirección es esa? 

R. Esa es la dirección donde está United.40 
 

 A base de estos testimonios, y de lo resuelto en Rivera Torres 

v. Díaz López, supra, el 28 de agosto de 2023, el TPI dictó la 

Sentencia Parcial de la cual se recurre. En esta, desestimó la 

Demanda en contra de United, con perjuicio, por no haber 

emplazado a la entidad conforme al derecho vigente en la Ley de 

Corporaciones, supra. En particular, señaló que las labores del Sr. 

 
39 Íd., págs. 196-197. 
40 Íd., págs. 202-204. 
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Cardona no cumplieron con lo dispuesto en el Artículo 12.01 (b) de 

la Ley de Corporaciones. Destacó que: 

[L]a parte demandante no presentó prueba acreditando 
su incapacidad para emplazar a United Emergency 
Medical Corp. a través de las personas autorizadas para 

recibir emplazamientos, ni acreditó haber realizado las 
diligencias correspondientes para ello. Por el contrario, 
la prueba presentada demuestra que el único esfuerzo 

hecho por la parte demandante fue aquel de su 
emplazador, quien se limitó a personarse a la sede 

de negocios de United Emergency Medical Corp. y 
preguntarle a la recepcionista cuál era el proceso 
para diligenciar los emplazamientos a dicha 

corporación.41  
 

La desestimación con perjuicio se dio puesto que la parte 

Demandante había desistido previamente de una causa de acción 

en contra de United por no haberla emplazado dentro del término 

dispuesto en la Regla 4.3 de Procedimiento Civil, supra. 

Ante dicha determinación, el 19 de septiembre de 2023, la 

parte Demandante presentó una Moción de Reconsideración.42 No 

obstante, el 26 de octubre de 2023, el TPI declaró No Ha Lugar a la 

misma. 

Inconforme, el 27 de noviembre de 2023, la parte 

Demandante, ahora Apelante, presentó el recurso de Apelación ante 

nuestra consideración. En esta comparecencia, señaló los siguientes 

señalamientos de error: 

PRIMER ERROR: EL TPI INCURRIÓ EN ERROR 
MANIFIESTO AL CONCLUIR QUE LA PARTE 

APELANTE INCUMPLIÓ DOS VECES “CON EL 
TÉRMINO DE 120 DÍAS CONTEMPLADO EN LA 

REGLA 4.3 DE PROCEDIMIENTO CIVIL PARA 
DILIGENCIAR EL EMPLAZAMIENTO A DICHA 
CODEMANDADA” (UNITED) Y QUE POR ELLO 

PROCEDÍA LA DESESTIMACIÓN CON PERJUICIO. 
COMO CUESTIÓN DE HECHO, EL 
DILIGENCIAMIENTO DEL EMPLAZAMIENTO EN 

CONTROVERSIA SI SE HIZO DENTRO DEL TÉRMINO 
QUE ESTABLECE LA REGLA 4.3 (C) DE 

PROCEDIMIENTO CIVIL. POR LO QUE AUN CUANDO 
EL TPI EQUIVOCADAMENTE ENTENDIERA QUE SE 
DILIGENCIÓ EN LA PERSONA EQUIVOCADA, ERRÓ 

AL APLICAR EL DERECHO YA QUE EL REMEDIO 
APROPIADO NO ERA DESESTIMAR LA DEMANDA, 

 
41 Íd., Anejo I, pág. 11. 
42 Íd., Anejo II, págs. 16-26. 
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SINO ORDENAR QUE SE REPITA EL 
EMPLAZAMIENTO. BANCO POPULAR V. S.L.G. 

NEGRÓN, 164 DPR 855 Y BARRETO V. TORRE DE 
CARDENAL, KLAN201501321, LEXTA20160329-

001. 
 
SEGUNDO ERROR: ERRÓ EL TPI Y ABUSÓ DE SU 

DISCRECIÓN AL DESESTIMAR CON PERJUICIO LA 
CAUSA DE ACCIÓN DE UNA MENOR DE EDAD, SIN 
SIQUIERA SOLICITAR LA INTERVENCIÓN DE LA 

PROCURADORA DE MENORES, CUANDO NUESTRO 
MÁS ALTO FORO HA ESTABLECIDO QUE ÉSTA 

PORDRÁ RADICAR NUEVAMENTE SU CAUSA DE 
ACCIÓN, PARRILLA HERNÁNDEZ V. RODRÍGUEZ 
MORALES, 2004 TSPR 173. 

 
TERCER ERROR: EL TPI INCURRIÓ EN UN ERROR 

MANIFIESTO, PREJUICIO Y PARCIALIDAD EN LA 
APRECIACIÓN DE LA PRUEBA DESFILADA EN LA 
VISTA EVIDENCIARIA CELEBRADA EL 7 DE JUNIO 

DE 2023. DE LA PRUEBA TESTIFICAL, 
DOCUMENTAL Y DEL EXPEDIENTE DEL CASO, 
QUEDA DEMOSTRADO QUE EL DILIGENCIAMIENTO 

DEL EMPLAZAMIENTO EN CONTROVERSIA SE HIZO 
CONFORME AL DERECHO. 

 

 El 26 de enero de 2024, la parte Demandada, ahora Apelada, 

presentó su Alegato en Oposición. Con la comparecencia de ambas 

partes, nos encontramos en posición para resolver, primero 

delimitando el derecho aplicable. 

II. 

A. 

“El emplazamiento es un acto procesal mediante el cual se 

comunica al demandado la demanda presentada en su contra y se 

le requiere a comparecer en autos para formular la alegación que 

proceda”. Rafael Hernández Colón, Derecho Procesal Civil, 6.a ed. 

rev., San Juan, LexisNexis de Puerto Rico, Inc., 2017, pág. 256. Por 

lo general, los tribunales de justicia adquieren jurisdicción sobre la 

persona del demandado mediante el diligenciamiento del 

emplazamiento. Íd., págs. 257-58. “De conformidad con la cláusula 

constitucional del debido proceso de ley, un tribunal solo actuará 

sobre la persona de un demandado o demandada cuando haya 

adquirido jurisdicción sobre este o esta”. Rivera Torres v. Díaz López, 
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supra, pág. 646. La Regla 4 de Procedimiento Civil, supra, dispone 

los procesos, efectos, clases y términos del emplazamiento. 

 En lo pertinente al caso de autos, la Regla 4.3 (c), Íd., R. 4.3 

(c), dispone que: 

El emplazamiento será diligenciado en el término de 

ciento veinte (120) días a partir de la presentación de la 
demanda o de la fecha de expedición del emplazamiento 
por edicto. El Secretario o Secretaria deberá expedir los 

emplazamientos el mismo día en que se presenta la 
demanda. Si el Secretario o Secretaria no los expide el 

mismo día, el tiempo que demore será el mismo tiempo 
adicional que los tribunales otorgarán para diligenciar 
los emplazamientos una vez la parte demandante haya 

presentado de forma oportuna una solicitud de 
prórroga. Transcurrido dicho término sin que se haya 
diligenciado el emplazamiento, el Tribunal deberá dictar 

sentencia decretando la desestimación y archivo sin 
perjuicio. Una subsiguiente desestimación y archivo por 

incumplimiento con el término aquí dispuesto tendrá el 
efecto de una adjudicación en los méritos. 
 

 La Regla 4.4 (e) de Procedimiento Civil dispone que cuando la 

parte demandada es una corporación, “entregando copia del 

emplazamiento y de la demanda a un o una oficial, gerente 

administrativo, agente general o a cualquier otro u otra agente 

autorizado o autorizada por nombramiento o designado por ley para 

recibir emplazamientos”. Íd. Por otro lado, el emplazamiento de 

corporaciones también se rige por la Ley de Corporaciones. El 

Artículo 12.01 de la Ley de Corporaciones, supra, dispone que: 

Artículo 12.01 – Emplazamiento a Corporaciones 
A. Se emplazará a cualquier corporación organizada en 

el Estado Libre Asociado entregando personalmente 
una copia del emplazamiento a cualquier oficial o 

director de la corporación en el Estado Libre 
Asociado, o al agente inscrito de la corporación en 
el Estado Libre Asociado, o dejándola en el domicilio 

o residencia habitual de cualquier oficial, director o 
agente inscrito (si el agente inscrito es un individuo) 

en el Estado Libre Asociado, o en la oficina 
designada u otra sede de negocios de la corporación 
en el Estado Libre Asociado. Si el agente inscrito fuere 

una corporación, se podrá efectuar el emplazamiento a 
través de dicha corporación en calidad de agente, 
mediante la entrega en el Estado Libre Asociado de una 

copia del emplazamiento al presidente, vicepresidente, 
secretario, subsecretario o cualquier director del agente 

residente corporativo. El emplazamiento diligenciado 
mediante la entrega de una copia en el domicilio o 
residencia habitual de cualquier oficial, director o 
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agente inscrito, o en la oficina designada u otra sede de 
negocios de la corporación en el Estado Libre Asociado, 

para ser eficaz, deberá dejarse en presencia de un 
adulto por lo menos seis (6) días previos a la fecha del 

señalamiento del procedimiento judicial y el 
emplazador, informará claramente, la forma de 
diligenciamiento en la notificación de la misma. Si la 

comparecencia ha de ser inmediata, el emplazamiento 
deberá entregarse en persona al oficial, director o 
agente residente. 

B. Cuando mediante la debida diligencia no pudiere 
emplazarse una corporación entregando el 

emplazamiento a cualquier persona autorizada para 
recibirlo, según lo dispuesto en el inciso (A) de este 
Artículo, tal emplazamiento, se diligenciará según lo 

dispuesto en las Reglas de Procedimiento Civil del 
Estado Libre Asociado. 

 
Íd. (Énfasis nuestro). 
 

 El referido Artículo permite varias maneras para emplazar a 

una corporación. “La primera posibilidad es mediante la entrega del 

emplazamiento a la persona identificada como agente residente en 

el certificado de incorporación”. C.E. Díaz Olivo, Corporaciones: 

Tratado sobre derecho corporativo, 2a ed. rev., Ed. Almaforte, 2022, 

pág. 457. Además del agente residente, el emplazador podrá 

entregar copia del emplazamiento a un director u oficial de la 

corporación. “Por tanto, esta alternativa aplica al escenario donde el 

emplazador hace una entrega física, a la mano o en presencia de la 

persona natural designada a una de las tres (3) posiciones antes 

mencionadas”. Rivera Torres v. Díaz López, supra, pág. 651. 

 Por otro lado, “[p]ara emplazar a la corporación no se requiere 

necesariamente la entrega física del emplazamiento a las personas 

antes mencionadas”. C.E. Díaz Olivo, op. cit., pág. 458.  

[L]a segunda alternativa flexibiliza el diligenciamiento y 
permite dejar el emplazamiento junto a la demanda en, 

al menos, tres (3) lugares, a saber: el domicilio o la 
residencia habitual de alguna de las personas 
mencionadas en la primera alternativa, o en la oficina 

designada u otra sede de negocios de la corporación en 
el Estado Libre Asociado. 

 
Rivera Torres v. Díaz López, supra, pág. 651. 

 

Destaca el tratadista Carlos E. Díaz Olivo que “[s]i el 

emplazamiento se diligencia de esta manera, el mismo deberá 
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dejarse en presencia de un adulto por lo menos seis días antes de la 

fecha del señalamiento del proceso judicial correspondiente”. C.E. 

Díaz Olivo, op. cit., pág. 458. Ahora bien, cuando se utiliza esta 

alternativa, no es suficiente que el emplazador deje el 

emplazamiento en manos de cualquier empleado que esté dentro de 

los predios de la corporación. Este “método de notificación debe 

ofrecerle una probabilidad razonable de informarle a la entidad que 

se ha presentado una acción en su contra”. Íd. “La persona que 

recibe el emplazamiento debe ser una persona que persona que 

por su posición en la entidad puede presumirse razonablemente 

que transmitirá a sus superiores el emplazamiento y la 

demanda”. Íd. (Énfasis nuestro). 

Nuestro Tribunal Supremo ha resuelto que al momento de 

determinar si una persona es apta para recibir un emplazamiento a 

nombre de una corporación, es preciso “atender a los deberes, 

funciones y autoridad de la persona y no a su título”. Hach Co. v. 

Pure Water Systems, Inc., 114 DPR 58, 63 (1983).  

No es necesario que la autoridad de la persona se 
extienda sobre la totalidad del negocio del patrono, sino 
que lo verdaderamente decisivo es la naturaleza de la 
relación entre las partes. […] Ello, a su vez, se 
determinará mediante un análisis de los hechos, 

examinando la autoridad que esa persona tenga dentro 
de la organización. 
 

Lucero v. San Juan Star, 159 DPR 494, 514 (2003). (Énfasis en la 
original). 

 

B. 

 Nuestras Reglas de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, 

disponen de un término improrrogable de ciento veinte (120) días 

para diligenciar un emplazamiento, conforme las disposiciones de la 

ley. Regla 4.3 de Procedimiento Civil; Bernier González v. Rodríguez 

Becerra, 200 DPR 637, 649 (2018).  Si la parte demandante 

incumple con el término ahí dispuesto, el Tribunal deberá ordenar 

la desestimación inmediata del pleito, sin perjuicio ante un primer 
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incumplimiento, y con perjuicio tras un segundo incumplimiento. 

Regla 4.3 de Procedimiento Civil, supra. 

 Recientemente en Ross Valedón v. Hosp. Susoni et al., 2024 

TSPR 10, nuestro Tribunal Supremo aclaró lo que ocurre cuando 

una parte solicita el desistimiento de un caso luego de transcurrido 

los ciento veinte (120) días para diligenciar el emplazamiento. En 

aquella ocasión, el Tribunal concluyó que: 

Dado que, cronológicamente, ocurrió primero el 
incumplimiento con la Regla 4.3(c) de 
Procedimiento Civil, supra, corresponde poner en 

vigor los efectos de esta y decretar la desestimación 
sin perjuicio, en lugar de dar por desistido el asunto. 
Lo contrario –esto es, permitir el desistimiento sin 

perjuicio--, podría dar paso a que en el supuesto de que 
se presente una segunda reclamación sobre los mismos 

hechos y se incumpla nuevamente con la regla 
precitada, tal desestimación no sea con perjuicio, ya 
que el pleito original no se desestimó, sino que se 

entendió desistido sin perjuicio. Rechazamos tal 
pretensión, pues, sería improcedente permitir que 

una parte que falló en diligenciar los 
emplazamientos pueda desistir del pleito y, con ello, 
se escude de los efectos de su incumplimiento. En 

su lugar, reafirmamos que desistir de un pleito sin la 
autorización del tribunal no está disponible cuando tal 
petitorio se realiza luego de haber incumplido con la 

Regla 4.3(c) de Procedimiento Civil, supra. 
 

Íd., pág. *6. (Énfasis suprimido). (Énfasis nuestro). 
 

 Tales expresiones por nuestro más alto Foro dejan claro que 

tras un incumplimiento con el término dispuesto en la Regla 4.3 (c) 

de Procedimiento Civil, supra, procede que los tribunales decreten 

la desestimación inmediata del caso. El Tribunal añadió que estos 

casos, no procede la desestimación automática del caso, y que los 

tribunales deben ordenar una vista evidenciaria para auscultar si el 

emplazamiento fue diligenciado conforme a la ley. Íd., pág. *8.  

 Ahora bien, en el pasado, el Tribunal Supremo se ha 

expresado en torno al efecto de un diligenciamiento defectuoso. 

Tanto en Negrón v. Dept. Servicios Sociales, 105 DPR 873, 876 (1977) 

como en Banco Popular v. S.L.G. Negrón, supra, pág. 874, el Tribunal 

Supremo señaló que cuando un emplazamiento es diligenciado de 
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manera incorrecta, el remedio apropiado no es desestimar la 

demanda, sino ordenar que se repita el diligenciamiento. No 

obstante, dichos pronunciamientos fueron hechos interpretando la 

Regla 4.3 (c) de Procedimiento Civil del 1979, 32 LPRA Ap. II, que 

fue derogada en el 2009. Las Reglas del 2009 enmendaron de forma 

sustancial la normativa esbozada en la Regla 4.3 de 1979 con 

relación al efecto de un incumplimiento y el término para cumplir 

con al diligenciamiento. Al analizar las recomendaciones del Comité 

Asesor para las Reglas de Procedimiento Civil, el Tribunal Supremo 

expresó: 

Vemos cómo el Comité Asesor, además de sugerir 
reducir el término para emplazar a 90 días, propuso 
eliminar la discreción del Tribunal de Primera Instancia 

para la concesión de prórrogas y el carácter fatal de la 
primera desestimación. Consecuentemente, en la 

eventualidad de que la parte actora presentara la 
demanda nuevamente, el Comité Asesor aludió a 
conceder una segunda oportunidad para emplazar. 

En caso de que la parte actora también incumpla con 
el término dispuesto para diligenciar el 
emplazamiento, la desestimación entonces tendrá 

un efecto en los méritos, es decir, sería con 
perjuicio. 

 
Bernier González v. Rodríguez Becerra, supra, pág. 646. (Énfasis 
nuestro). 

 

En consecuencia, al momento de adoptar las Reglas del 2009, 

el Tribunal optó por “seguir la recomendación del Comité Asesor en 

lo relativo a eliminar la discreción del Tribunal de Primera Instancia 

a la hora de conceder prórrogas para extender el término del 

diligenciamiento del emplazamiento”. Íd., pág. 647. 

C. 

 En nuestro ordenamiento jurídico, merecen gran protección 

los menores en asunto y procedimientos judiciales, puesto que estos 

no pueden velar por sus derechos y están impedidos de protegerse 

contra la conducta impropia o descuidada de sus representantes 

legales. Parrilla Hernández v. Rodríguez Morales, supra, pág. 273; 

Pérez v. Bauzá, 83 DPR 220, 226 (1961).  
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 En el contexto de la desestimación de un caso que involucra 

a un menor por el incumplimiento con los términos procesales 

dispuestos por nuestras Reglas de Procedimiento Civil, nuestro 

Tribunal Supremo ha resaltado que no debe quedar afectado el 

derecho del menor. “De aceptarse la aplicación de la doctrina, 

estaríamos penalizando a una persona que estuvo impedida de 

defender sus intereses por derecho propio y que, por la negligencia 

de otro, hasta la fecha sufre los daños causados”. Parrilla Hernández 

v. Rodríguez Morales, supra, pág. 273. 

 En Parrilla Hernández, Íd., ante unos hechos similares al caso 

de autos, el Tribunal Supremo revocó una determinación del 

Tribunal de Apelaciones que desestimó una causa de acción de un 

menor tras su representante legal incumplir con el término para 

diligenciar un emplazamiento. A distinción del caso de autos, aquel 

caso trata de un primer incumplimiento que resultó en una 

desestimación con perjuicio. El Tribunal rechazó la determinación 

del Tribunal de Apelaciones, resaltando que “existe un interés tanto 

individual como social en que los litigios tengan fin. No obstante, no 

podemos frustrar la justicia en nombre de reglas procesales que se 

originaron con el propósito de facilitar su administración. Las 

máximas generales hay que atemperarlas a los hechos del caso”. Íd., 

pág. 274. (Cita omitida). Razonó su determinación en que:  

(1) que la parte afectada por la desestimación en el 

pleito anterior fue un menor de edad; (2) que estuvo 
representado por un adulto que no observó con 
diligencia los términos procesales dispuestos en las 

Reglas de Procedimiento Civil; (3) que dicha 
desestimación no fue una adjudicación de los 

méritos de la reclamación; (4) que no conllevó 
trámites procesales o comparecencias sustanciales 
ante el tribunal; (5) que no existe el riesgo de dos fallos 

contrarios, y (6) que, hasta la fecha, se alega que los 
daños causados están presentes. 

 

Íd., págs. 273-274. 
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III. 

Como cuestión de umbral, destacamos que relevante a los 

asuntos relacionados con la apreciación de la prueba, nuestro 

Tribunal Supremo ha reconocido que el juzgador de los hechos en 

primera instancia está en especial ventaja al hacer determinaciones 

de hechos y aquilatar la prueba testifical y las adjudicaciones de 

credibilidad. Pueblo v. Rivera Montalvo, 205 DPR 352, 373 (2020); 

Pueblo v. De Jesús Mercado, 188 DPR 467, 477-478 (2013); Pueblo 

v. Rosario Reyes, 138 DPR 591, 598 (1995). “[C]omo norma general, 

los tribunales apelativos no intervenimos con la apreciación de la 

prueba, la adjudicación de credibilidad y las determinaciones de 

hechos que realiza ese foro”. Pueblo v. Rivera Maldonado, supra, pág. 

373. “Los tribunales revisores podremos sustituir el criterio que 

utilizó el foro primario por el nuestro únicamente cuando existen 

circunstancias extraordinarias en las que se pruebe que el foro 

primario actuó con pasión, prejuicio o parcialidad, incurrió en 

craso abuso de discreción o en error manifiesto o de derecho”. 

Íd. (Énfasis nuestro). Con nuestros límites revisorios demarcados, 

procedemos a discutir los errores señalados. 

Los Apelantes han señalado como error que el TPI determinó 

que el emplazamiento de United no fue diligenciado conforme al 

derecho. En su escrito, arguyen que el emplazador, Sr. Cardona, 

realizó los esfuerzos necesarios y fue diligente en emplazar a United 

a través del Sr. Rivera, un paramédico empleado por la corporación. 

Tras una lectura completa de la prueba presentada y de los 

testimonios vertidos en la vista ante el TPI, concluimos que no se 

cometió el error. Veamos. 

Tanto el Tribunal Supremo como los tratadistas han sido 

enfáticos en resaltar que cuando una parte opta por emplazar a una 

corporación mediante la segunda alternativa del Artículo 12.01 de 

la Ley de Corporaciones, supra, debe entregarle el emplazamiento a 
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una persona que razonablemente le comunicará a sus superiores el 

emplazamiento y la demanda. Rivera Torres v. Díaz López, supra; 

C.E. Díaz Olivo, op. cit., pág. 458. Esto luego de que el emplazador 

realice los esfuerzos razonables y debidas diligencias para asegurar 

que la persona que está recibiendo el emplazamiento cumple con las 

exigencias estatutarias y jurisprudenciales. No podemos olvidar que 

toda parte demandada tiene derecho a las garantías del debido 

proceso de ley, incluyendo a las personas jurídicas. Estas garantías 

exigen que todo demandado conozca de la causa de acción en su 

contra y tenga la oportunidad de defenderse adecuadamente. 

Surge del testimonio del Sr. Quintero Barroso, presidente de 

United, que el paramédico Sr. Rivera no ocupaba un puesto de alto 

rango dentro del organigrama operacional de la corporación. Según 

sus funciones, el Sr. Rivera no tenía un papel administrativo ni de 

supervisión en United. Tampoco tenía contactos frecuentes con la 

gerencia administrativa, por lo que no es razonable que esta persona 

le comunicaría a sus supervisores del emplazamiento y demanda. 

Fatal para el argumento de la parte Apelante es que esta no 

citó al Sr. Rivera a testificar en el juicio. Sin su citación, la parte 

Apelada pudo objetar oportunamente el testimonio del Sr. Cardona 

por constituir prueba de referencia. Por lo tanto, el Sr. Cardona no 

pudo testificar sobre la conversación entre ellos o si el Sr. Rivera se 

presentó como un supervisor. No podemos saber cuál fue el 

contenido de la conversación que resultó en que el Sr. Cardona 

hiciera constar en el diligenciamiento del emplazamiento que el Sr. 

Rivera era un supervisor en United. Sin esta información, es 

imposible concluir que el TPI cometió algún error la apreciación de 

la prueba que nos permitiría revocar su determinación. En 

consecuencia, no se cometió el error. 

Por estar íntimamente relacionados, discutiremos los 

próximos dos errores en conjunto. En primer lugar, la parte 
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Apelante arguye que el TPI erró al desestimar el pleito contra United 

con perjuicio, puesto que, en Banco Popular v. S.L.G. Negrón, supra, 

el Tribunal Supremo determinó que ante un diligenciamiento 

defectuoso, el TPI debió haber ordenado que se repita el 

emplazamiento. Por otro lado, cuestionó que se haya desestimado 

una causa de acción a favor de una menor sin la intervención del 

procurador de los menores.  

Debemos comenzar rechazando el argumento de la parte 

Apelante sostenido por el caso Banco Popular v. S.L.G. Negrón, 

supra. Aunque en aquella ocasión el Tribunal Supremo se expresó a 

favor de la repetición del emplazamiento ante su diligenciamiento 

defectuoso, aquella determinación se dio ante una interpretación de 

las Reglas de Procedimiento Civil de 1979, supra. Como destacó el 

Tribunal Supremo posteriormente en Bernier González v. Rodríguez 

Becerra, supra, nuestras Reglas de Procedimiento Civil fueron 

enmendadas para quitarle a los tribunales la discreción para 

desestimar un caso con perjuicio ante el incumplimiento con lo 

dispuesto en la Regla 4.3 (c) de Procedimiento Civil vigente, supra. 

Ahí señaló que “el Comité Asesor, además de sugerir reducir el 

término para emplazar a 90 días, propuso eliminar la discreción 

del Tribunal de Primera Instancia para la concesión de prórrogas 

y el carácter fatal de la primera desestimación”. Bernier González 

v. Rodríguez Becerra, supra, pág. 646. (Énfasis nuestro). 

Por otro lado, en Ross Valedón v. Hosp. Susoni et al., supra, el 

Tribunal tuvo la oportunidad de aclarar lo sucedido ante un primer 

incumplimiento con el término dispuesto en la Regla 4.3 (c). Si una 

parte incumple con el término para emplazar y solicita el 

desistimiento del caso, el tribunal de instancia no tiene discreción 

para conceder el desistimiento. Nos dice el Tribunal Supremo que al 

haber ocurrido primero el incumplimiento con el término estatutario 

y luego la moción de desistimiento, lo que procede es que se 
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desestime sin perjuicio y no que se permita el desistimiento. Esto 

significa que, conforme la Regla 4.3 (c), un segundo incumplimiento 

resultaría en la desestimación del caso con perjuicio.  

En el caso de autos, el incumplimiento de la parte Apelante 

constituye un segundo incumplimiento con la Regla 4.3 (c). La parte 

Apelante arguye que el primer incumplimiento no fue desestimado, 

sino que la parte desistió voluntariamente. Para efectos procesales, 

al la parte haber incumplido con el término para diligenciar el 

emplazamiento y luego solicitado el desistimiento, debemos tratarlo 

como una desestimación, aunque el TPI le haya concedido el 

desistimiento. Por otro lado, la parte Apelante arguye que el caso de 

autos no trata de un incumplimiento con el término para el 

emplazamiento, sino de un emplazamiento defectuoso. Nuestra 

Reglas no contemplan una distinción entre estos, por lo que un 

emplazamiento defectuoso constituye un incumplimiento con el 

término para emplazar. Ante esto, el TPI no erró al desestimar la 

causa de acción en contra de United con perjuicio. 

Ahora bien, con relación a la causa de acción de una menor 

de edad, nuestro Tribunal Supremo ha resaltado que los tribunales 

deben ser cuidadosos al momento de tomar decisiones que afecten 

las causas de acción de menores. En el contexto de una 

desestimación de una causa de acción de un menor por el 

incumplimiento con los términos para emplazar dispuestos en la 

Reglas de Procedimiento Civil, ordenar la desestimación sería 

penalizar “a una persona que estuvo impedida de defender sus 

intereses por derecho propio y que, por la negligencia de otro, hasta 

la fecha sufre los daños causados”. Parrilla Hernández v. Rodríguez 

Morales, supra, pág. 273.  

En el caso de autos, la Sra. Manfredy y el Sr. Santiago 

presentaron una causa de acción por daños y perjuicios causados 

por alegados actos de impericia médica y por la alegada negligencia 
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de los codemandados. La Sra. Manfredy y el Sr. Santiago, además 

de alegar daños personales, presentaron la causa de acción en 

representación de su hija en conjunto, menor de edad, MSM, 

mediante la cual alegan que ella también sufrió daños causados por 

la negligencia de los codemandados.43 

La determinación apelada tuvo el efecto de desestimar con 

perjuicio la causa de acción de todos los Demandantes. Esto incluye 

la causa de acción de la menor MSM. Este Tribunal está consciente 

del efecto fatal para una causa de acción que conlleva un segundo 

incumplimiento con el deber de emplazar. En el caso ante nos, no 

existe duda que el proceder de la Sra. María de los Ángeles Manfredy 

Ramos y del Sr. Joel J. Santiago, al incumplir por segunda vez con 

su deber de emplazar a United dentro de los ciento veinte (120) días 

que dispone la ley conlleva la desestimación de su causa de acción 

con perjuicio. No obstante, tenemos reparo con el efecto que ha 

tenido su dejadez sobre la causa de acción de la menor MSM, una 

alegada víctima de daños que no está en posición para velar por sus 

derechos, y cuyos representantes legales han desperdiciado su 

oportunidad de lograr la justicia por los alegados daños que sufrió 

a manos de los codemandados, incluyendo United. 

Sería un fracaso de la justicia permitir que la 

irresponsabilidad de sus representantes legales afecte de manera 

tan conclusiva y fatal la causa de acción que pueda tener la menor 

MSM. “[N]o podemos frustrar la justicia en nombre de reglas 

procesales que se originaron con el propósito de facilitar su 

administración. Las máximas generales hay que atemperarlas a los 

hechos del caso”. Parrilla Hernández, supra, pág. 274. La negligencia 

de los representantes legales de la menor MSM no debería afectar 

de manera fatal su derecho a ser indemnizada por los alegados 

 
43 Íd., Anejo IV, pág. 36. 
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daños que ha sufrido. En el caso de autos: (1) la parte afectada por 

la desestimación era una menor de edad; (2) que estuvo 

representada por adultos que no observaron con diligencia los 

términos procesales aplicables; (3) que la desestimación no fue una 

adjudicación en los méritos de su reclamación; (4) que no conllevó 

trámites procesales o comparecencias sustanciales ante el TPI; y, (5) 

que no existen riesgos de subsiguientes fallos. Por lo tanto, la 

solución más justa para la menor MSM, inocente de la tramitación 

negligente del caso, es que se revoque la desestimación con perjuicio 

de la causa de acción de ésta y se ordene una vez más el 

diligenciamiento del emplazamiento.  

Cónsono con lo que hemos discutidos, confirmamos la 

Sentencia Parcial del TPI en lo concerniente a la Sra. María de los 

Ángeles Manfredy Ramos y al Sr. Joel J. Santiago. Tras un segundo 

incumplimiento con la Regla 4.3 (c) de Procedimiento Civil, supra, el 

TPI no erró al desestimar con perjuicio la causa de acción de estos 

en contra de United. Por otro lado, revocamos la desestimación con 

perjuicio de la causa de acción de la menor MSM. Ante los hechos 

particulares del caso, ordenamos que se expida nuevamente el 

diligenciamiento del emplazamiento de United únicamente con 

relación a la causa de acción de la menor MSM. 

IV. 

Por los fundamentos antes discutidos, los cuales hacemos 

formar parte de esta Sentencia, confirmamos la Sentencia Parcial en 

cuanto a la desestimación con perjuicio de las causas de acción de 

la Sra. María de los Ángeles Manfredy Ramos y del Sr. Joel J. 

Santiago en contra de United. No obstante, revocamos la Sentencia 

Parcial con relación a la desestimación de la causa de acción de la 

menor MSM. En consecuencia, se devuelve el caso al TPI para que 

expida nuevamente el diligenciamiento del emplazamiento de United 

únicamente con relación a la causa de acción de la menor MSM. 
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Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria. 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 


